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objeto  de  conseguir  parte  del  financiamiento  necesario  para
enfrentar  la  reconstrucción  del  país,  luego  del  terremoto  y
maremoto de 27 de febrero de 2010.

I. FU
NDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY

1. La catástrofe del 27 de febrero

Ya han pasado más de dos meses de la catástrofe que en la
madrugada del 27 de febrero afectara a gran parte de la zona
centro sur del país. Si bien la emergencia inmediata ha sido
superada, los efectos devastadores del terremoto en materia de
vivienda,  conectividad  e  infraestructura  educacional  y
sanitaria,  siguen  a  la  vista  y  se  requiere  de  soluciones
definitivas. No podía ser de otra forma, tratándose de uno de
los terremotos más grandes de los que se tenga registro y de un
maremoto que afectó la costa de tres regiones de nuestro país.
Si bien la preparación y experiencia de nuestra nación permitió
aminorar efectos más dañinos, lo cierto es que la poderosa
magnitud  del  evento  sísmico  imposibilitó  el  que  saliéramos
indemnes.

Frente a esta calamidad, estimamos que
Chile ha respondido de manera correcta. Como
Gobierno nos hemos volcado a las localidades
más necesitadas y, en poco tiempo, hemos sido
capaces de disponer las medidas que permitan
enfrentar paulatinamente las necesidades más
inmediatas.

En  este  contexto,  el  trabajo  conjunto
con la sociedad civil y la colaboración de
miles de voluntarios de todo Chile, asimismo
del  esfuerzo  de  las  Fuerzas  Armadas  y  de
Orden, nos permitirán brindar, antes que el
invierno más crudo arrecie, una solución de
emergencia  para  las  miles  de  familias  que
quedaron sin techo producto del terremoto. No
pretendemos, bajo ninguna circunstancia, que
estas  soluciones  se  conviertan  en  medidas
definitivas. Pero sí creemos que permitirán a
las  familias  pasar  este  invierno  con  las
condiciones mínimas de dignidad y resguardo
que se merecen.
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En  materia  educacional,  el  compromiso
asumido por el Gobierno permitió que, en 45
días, todos los niños de Chile pudieran dar
inicio  al  año  escolar  y,  de  esta  manera,
evitar  que  se  profundizaran  adicionalmente
las  complicaciones  que  sufren  las  familias
más  afectadas  por  este  sismo.  Superada  la
necesidad de proveer este compromiso básico,
ahora hay que avocarse a la construcción de
medidas  definitivas  que  reemplacen  la
infraestructura destruida y se hagan cargo de
la educación de miles de niños de las zonas
afectadas.

En  salud,  por  su  parte,  las  medidas
adoptadas por el Gobierno permiten afirmar,
al  día  de  hoy,  que  las  necesidades  se
encuentran  cubiertas  y  existen  protocolos
afinados de respuesta frente a los distintos
tipos de urgencias que puedan presentarse en
las  zonas  más  disminuidas  en  su  capacidad
hospitalaria.  Los  hospitales  de  campaña
seguirán  funcionando  mientras  no  existan
soluciones  definitivas  y  las  campañas
focalizadas  de  vacunación  y  prevención  se
extenderán  con  el  objeto  de  abordar  las
consecuencias del invierno.

El  mercado  laboral,  no  obstante  las
dificultades  propias  que  presenta  la
suspensión  temporal  de  la  actividad
productiva,  ha  sabido  sobreponerse  y  los
planes  de  reconstrucción  y  de  creación  de
empleos  extraordinarios  comienzan  a  generar
nuevas  oportunidades  de  trabajo  para  las
zonas más afectadas.

En  síntesis,  la  adecuada  respuesta  de
todos  los  sectores,  en  el  contexto  de  la
emergencia,  ha  permitido  enfrentar  los
desafíos más inmediatos y contrarrestar los
efectos  más  visibles  del  terremoto.  Esto
constituye un verdadero alivio y un aliciente
para enfrentar las complejidades que presenta
la fase de la reconstrucción.
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2. Una nueva etapa: la Reconstrucción

Pasada la primera emergencia, es hora de
asumir la tarea principal. Nos enfrentamos a
la  disyuntiva  histórica  de  tener  que  tomar
las  decisiones  que  marcarán  el  futuro  de
nuestro  país  en  los  años  y  décadas  que
vienen.

En  ese  contexto,  tenemos  dos
posibilidades: O transitamos lentamente hacia
la recuperación, tardando décadas en volver a
nuestro  estado  de  desarrollo  previo  a  la
catástrofe;  o  asumimos  un  desafío
excepcional,  que  nos  permita  afrontar  en
pocos años esta tarea y pedirle a todos los
chilenos,  especialmente  a  los  más
favorecidos, un sacrificio que nos devuelva
al  sitial  de  liderazgo  que  nuestro  país
exhibía antes de esta tragedia.

El primer camino es ciertamente el más
fácil, pero no tenemos ninguna duda que es el
segundo  camino,  el  más  arriesgado,  el  que
debemos  adoptar.  No  solo  se  lo  debemos  a
nuestra historia, que ha sido prodigiosa en
ejemplos de valentía y audacia a la hora de
enfrentar  riesgos  extremos.  También  se  lo
debemos a nuestra historia reciente, que nos
habla de un país donde aún hay desigualdades
excesivas, pero asimismo, una nación que es
fértil en oportunidades.

En  la  decisión  sobre  la  forma  de
enfrentar  el  terremoto  radica  la  pregunta
fundamental  sobre  cómo  vemos  el  Chile  del
Bicentenario y cómo nos gustaría comenzar un
nuevo  siglo  como  nación  independiente.  La
respuesta es  una sola  y tiene  una clara  y
distintiva  ruta:  si  queremos  que  Chile
alcance  el  desarrollo  durante  esta  década
debemos asumir los riesgos y tomar decisiones
audaces que  nos lleven  a dar  el salto  que
necesitamos hacia el desarrollo.
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3. Ante  situaciones  extraordinarias,
medidas igualmente extraordinarias

Para  lograr  este  difícil  objetivo
necesitamos la ayuda de todos. Este llamado
no es un lugar común que deba quedarse en la
mera voluntad de convocar. Como nunca, esta
invocación  cobra  el  mayor  sentido  y  la
reconstrucción, para ser efectiva en el corto
plazo, debe ser un esfuerzo que involucre a
todos:  desde  el  más  humilde  de  los
trabajadores  hasta  el  más  pudiente  de  los
empresarios. Sin este compromiso, no tenemos
ninguna posibilidad de lograr el objetivo.

Es por lo anterior que el proyecto que
hoy presento al H. Congreso Nacional, incluye
una serie de medidas, algunas transitorias y
otras  permanentes,  que  tienen  por  objeto
realizar  las  modificaciones  legales  que
permitan  conseguir  recursos  frescos  para
enfrentar  la  reconstrucción,  promover  el
desarrollo  de  micro,  pequeñas  y  medianas
empresas,  incentivando  la  inversión  y  la
creación de empleo y manteniendo, asimismo,
los adecuados equilibrios macroeconómicos, de
manera  de  potenciar  el  desarrollo  a  largo
plazo  y  no  perjudicar  las  confianzas  que
tanto  el  sector  público  como  el  privado
requieren  para  enfrentar  sus  decisiones  de
futuro.

El  modelo  de  financiamiento  diseñado
parte de esta premisa, que es la estabilidad
fiscal, pero también de un eje inspirador: el
esfuerzo  solidario.  El  plan  requiere  del
compromiso  e  involucramiento  de  todos  los
sectores y cada uno de los aportes, mayor o
menor  según  el  caso,  representa  un  factor
determinante  en  esta  compleja  ecuación
elaborada.

Es  por  ello,  asimismo,  que  el  primer
compromiso  debe  partir  desde  el  propio
Gobierno.  En  estas  pocas  semanas  hemos
dispuesto una serie de medidas que refuerzan
el  sello  de  austeridad  que  queremos
imprimirle  a  nuestra  gestión  y,  a  futuro,
dispondremos de las orientaciones necesarias
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para que este esfuerzo no sea pasajero, sino
un signo distintivo a lo largo de los cuatro
años de gobierno. En la misma línea, hemos
dispuesto  la  postergación  momentánea  de
ciertos  proyectos  no  prioritarios,  cuyos
recursos  irán  directamente  en  beneficio  de
las  regiones  más  afectadas.  Agradecemos
enormemente  este  esfuerzo  y  reiteramos
nuestra voluntad de reponer estos proyectos,
una vez que la situación fiscal lo permita.

Un segundo aspecto, es el que involucra
los recursos que se puedan reunir a partir
del  proyecto  de  ley  que  crea  el  Fondo  de
Reconstrucción  (Boletín  Nº  6.884-05).
Valoramos enormemente que la Honorable Cámara
de  Diputados  haya  despachado  en  primer
trámite esta  iniciativa y  esperamos que  el
Senado  haga  lo  propio,  dándole  un  impulso
nuevo al esfuerzo solidario de los chilenos
que,  por  medio  de  donaciones  solidarias,
puede  contribuir  a  la  reconstrucción  de
proyectos específicos de las localidades más
afectadas.

En  tercer  término,  el  plan  de
financiamiento implica un aumento moderado y
transitorio de la carga tributaria para los
contribuyentes  del  Impuesto  de  Primera
Categoría. Moderado, en el sentido de que se
les pide a las empresas, para las rentas que
se  devenguen  o  perciban  durante  el  año
calendario 2011,  pagar un  impuesto con  una
tasa  superior  en  3%  a  la  actualmente  en
vigencia; y para las rentas que se perciban o
devenguen durante el año calendario 2012, una
tasa superior en 1,5% a la actual. Al mismo
tiempo, el aumento en la carga tributaria es
esencialmente  transitorio,  pues  esta  medida
sólo  rige  para  esos  dos  años  calendarios,
volviendo en el año 2013 al régimen normal de
tasa 17%.

Son  precisamente  estas  características
las  que  permiten  afirmar  indiscutidamente
que,  junto  a  otras  medidas  paliativas,  la
inversión no se verá afectada y la economía
recuperará  rápidamente  su  ritmo,  generando
empleo y crecimiento.
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En  la  misma  línea,  proponemos  una
modificación en las condiciones actuales del
impuesto específico a la gran minería con el
objeto de aumentar la recaudación durante los
próximos  dos  años,  asegurando  el  respeto
adecuado y objetivo de las condiciones en que
dicho tributo fue acordado hace algunos años.

Es en estos dos últimos aspectos, donde
el Gobierno hace hincapié en el compromiso de
todos los chilenos en la reconstrucción del
país.  En  este  esfuerzo,  ciertamente,  se
requiere un  impulso adicional  por parte  de
los  que  cuentan  con  más  recursos  y  que,
generosamente,  se  encuentran  en  mejores
condiciones  para  aportar.  No  es  una
colaboración  en  vano,  sino  que  por  el
contrario,  el  compromiso  que  las  empresas
chilenas y  extranjeras muestran  hoy, es  un
verdadero  impulso  para  mejorar  las
condiciones de desarrollo el día de mañana,
aumentando la productividad y los márgenes de
utilidad de nuestras compañías en el futuro.

En  cuarto  lugar,  proponemos  un  alza
transitoria en el Impuesto Territorial de las
viviendas  de  más  alto  valor.  En  el  mismo
sentido de las propuestas tributarias recién
comentadas, lo que se busca es comprometer a
los  sectores  de  mayores  ingresos  en  el
esfuerzo por aumentar la recaudación fiscal
para  hacer  frente  a  las  demandas  que
requieren los proyectos de reconstrucción.

En  este  contexto,  proponemos  también
ciertas  modificaciones  a  Ley  sobre  Plan
Habitacional  de  Viviendas  Económicas,
conocida popularmente  como “DFL  2”, con  el
objeto  de  restablecer  el  sentido  con  que
dicha norma fue creada hace más de 50 años.

Por  último,  se  propone  un  alza
permanente en el Impuesto al Tabaco, que se
sustenta en un doble objetivo: la obtención
de más recursos por la vía de este ingreso
tributario y un desincentivo del consumo, lo
que a largo plazo implica una disminución en
los graves efectos que produce el consumo de
tabaco en la salud de los chilenos. Se toma
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esta  instancia  también  para  modernizar  el
sistema  tributario  que  se  aplica  sobre  el
tabaco, pasando de un sistema  ad valorem  a
otro de tipo mixto, incorporando en parte el
concepto ad volumen.

Como medidas paliativas, con el objeto
de focalizar el aumento de los gravámenes en
quienes  más  los  pueden  sostener,  hemos
incorporado propuestas que favorecerán a las
micro, pequeñas y medianas empresas, como la
exención del Impuesto de Primera Categoría en
las  utilidades  reinvertidas,  así  como  la
reducción de la tasa normal del impuesto de
timbres  y  estampillas,  que  no  obstante  su
costo fiscal, implica un alivio para la carga
tributaria que deben enfrentar estas empresas
y las personas.

Todos estos esfuerzos, sumados a otras
medidas que contempla este proyecto asociadas
a los recursos de la Ley Reservada del Cobre,
así como a medidas de orden administrativo y
regulatorio,  permitirán  conseguir  los
recursos  necesarios  para  enfrentar  la
reconstrucción,  potenciar  el  desarrollo  de
las  micro,  pequeñas  y  medianas  empresas,
fortalecer  la  capacidad  de  creación  de
empleos,  mantener  el  adecuado  equilibrio
fiscal  y  hacerse  cargo  de  los  proyectos
prioritarios  para  el  país  en  los  años  que
vienen.  Como  Gobierno,  hemos  decidido  no
excluir ningún proyecto relevante y entender
que,  ante  situaciones  extraordinarias  como
las  que  se  nos  presentan  con  el  gran
terremoto  que  nos  afectó  en  febrero,
requerimos  de  medidas  extraordinarias,  que
quizás  no  estaban  en  el  ideario  de  muchos
analistas.

Ciertamente, es complejo, como principio
general, la idea de subirle los impuestos a
las  empresas  o  de  aumentar  el  impuesto
territorial que pagan las familias de mayores
ingresos.  De  la  misma  forma,  a  muchos  de
nosotros  nos  gustaría  que  el  esquema
tributario de un país no sea discutido en el
fragor de una emergencia, sino más bien, se
diera en el contexto de un análisis pausado,
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técnico  y  despolitizado,  que  permitiera
llegar a las mejores conclusiones.

Pero nuevamente, la realidad evidente de
la  grave  catástrofe  nos  aterriza  y  nos
permite  pensar,  en  lo  inmediato,  en  la
disyuntiva  que  la  historia  ha  puesto  en
nuestras  manos.  Nuestro  compromiso  como
Gobierno es que, en muy pocos años, seamos
capaces de  olvidar esta  tragedia y  superar
los desafíos que Dios nos ha puesto en el
camino al desarrollo. Mi vocación es que, con
este  conjunto  de  herramientas  podamos
contribuir a darle un impulso certero a la
reconstrucción del país y de paso, sentar las
bases que permitirán recuperar el crecimiento
económico y alcanzar el desarrollo dentro de
una década. Nuestra esperanza es que con el
esfuerzo de todos, estos objetivos se hagan
realidad y que, dentro de algunos años, la
pesadilla del terremoto pase a ser sólo un
recuerdo  pasajero  y  distante  y  podamos
construir  y  vivir  en  un  Chile  próspero  y
fértil para las futuras generaciones.

II. CO
NTENIDO DEL PROYECTO

El  proyecto  que  someto  a  vuestra  H.
consideración  contempla  diversas  medidas  de
financiamiento  tributario  y  estímulo  a  la
inversión  y empleo  que modifican  diversos
cuerpos  normativos,  que  se  traduce  en  el
siguiente contenido:

1. Aumento  transitorio  del  Impuesto  de
Primera Categoría

El proyecto propone un alza transitoria
del Impuesto de Primera Categoría que se hará
efectiva en los años calendarios 2011 y 2012.
Para el primer período, se estipula una tasa
adicional al régimen vigente del 3%, llegando
el  impuesto  a  20%.  Para  el  segundo,  se
contempla  un  aumento  de  1,5%  respecto  del
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régimen normal, lo que dejaría el Impuesto de
Primera  Categoría  en  18,5%  para  el  año
calendario 2012, retornando la tasa al nivel
general de 17% a partir del año calendario
2013.

2. Régimen del nuevo artículo 14 Quáter

Se propone la creación de un régimen de
tributación con una cuota exenta del Impuesto
de  Primera  Categoría,  orientado
principalmente  a  las  micro,  pequeñas  y
medianas  empresas,  cuyos  ingresos  anuales
totales del giro no excedan de 28.000 UTM. 

Quienes  cumplan  con  los  requisitos
propuestos,  y  sólo  respecto  de  aquellas
utilidades reinvertidas y hasta por un monto
equivalente 1440 UTM anuales, estarán exentos
del pago del Impuesto de Primera Categoría.

3. Adecuaciones al Impuesto Específico a la
actividad minera

Sin  desconocer  el  esfuerzo  solidario
adicional  que  las  empresas  mineras  han
efectuado para la contribución de recursos al
país, dada la contingencia actual en que nos
encontramos,  resulta  necesario  modificar  el
régimen legal de este impuesto específico con
el objeto de obtener un aumento acotado en su
recaudación, que permita optimizar de mejor
forma la administración intertemporal de la
mayor riqueza que produzca. El mayor esfuerzo
impositivo se encuentra destinado a afrontar,
entre  otros  requerimientos,  los  desafíos
inmediatos que impone la reconstrucción del
capital material del país, posibilitando de
esa  forma  el  restablecimiento  de  las
condiciones  que  permitan  capitalizar
adecuadamente los fondos que se perciban. De
la misma forma, su modificación constituirá
un avance en la administración eficiente de
la principal riqueza natural de Chile.

a. Modificación de la Ley sobre Impuesto a
la  Renta  en  materia  de  impuesto
específico a la actividad minera
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El  proyecto  que  se  somete  a
consideración  establece  un  nuevo  régimen
impositivo  a  la  actividad  minera,  respecto
del  explotador  minero  que  principie  el
proceso de explotación de uno o más proyectos
mineros  específicos  con  posterioridad  al
primero de enero de 2010. Este nuevo régimen
se incorpora en el articulado de la Ley sobre
Impuesto a la Renta.

Sin perjuicio de lo anterior, y al igual
que lo hiciere la ley N° 20.026, el proyecto
propone un sistema de sujeción voluntaria al
régimen  del  nuevo  Impuesto  específico.  En
efecto,  los  explotadores  mineros  que  sean
titulares  de  un  régimen  de  invariabilidad
tributaria, cuya  fuente sea  un contrato  de
inversión extranjera celebrado con el Estado
de Chile con anterioridad al primero de enero
de 2010, podrán acogerse voluntariamente al
nuevo régimen del impuesto específico.

El  derecho  que  se  reconoce  a  los
explotadores mineros del antiguo sistema les
permitirá  sustituir  el  régimen  de
invariabilidad  tributaria  por  uno  que  les
otorgue  no  sólo  un  nuevo  plazo  de
invariabilidad,  sino  que  además  los
beneficios  del  sistema  de  cálculo  que
contiene.

En este contexto, y a diferencia de lo
establecido  en  la  ley  N°  20.026,  en  el
proyecto que se propone, la tasa del impuesto
específico se encuentra vinculada al concepto
de margen operacional minero, sin perjuicio
de considerar la renta imponible operacional
para efectos  mineros, como  base de  cálculo
del mismo impuesto.

En este sentido, el monto del impuesto
se  determina  como  un  porcentaje  sobre  la
renta  imponible  operacional  del  explotador
minero, siendo su tasa efectiva entre un 3,5%
y un 9.0%, del margen operacional minero.

b. Modificación  de  ciertos  aspectos
relacionados  a  los  inversionistas
acogidos al DL. N° 600, en lo referente
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a normas de invariabilidad tributaria e
invariabilidad del impuesto específico a
la minería

Como  se  señalara  anteriormente,  en  lo
general,  el  proyecto  propone  incorporar  un
nuevo  artículo  al  decreto  ley  N°  600,
Estatuto  de  Inversiones  Extranjeras,  que
establece un nuevo régimen de invariabilidad
aplicable  al  Impuesto  Específico  que  se
establece.  Dicha  invariabilidad  consiste  en
la  prohibición  de  aplicar  al  inversionista
nuevos gravámenes específicos a la actividad
minera, así como la de establecer condiciones
más desfavorables en cuanto a tasa y forma de
cálculo  del  impuesto,  por  un  período  de  8
años adicionales.

La  invariabilidad  del  nuevo  impuesto
será  incompatible  con  las  garantías
establecidas en los artículos 7°, 11 bis y 11
ter del DL 600, por lo que los inversionistas
deberán optar por una u otra prerrogativa. A
efectos  de  acogerse  a  la  invariabilidad
tributaria  propuesta  en  el  articulado  del
presente  proyecto,  las  empresas  deberán
cumplir  con  ciertos  requisitos  de
información.

c. Disposiciones transitorias

El  impuesto  propuesto  en  el  presente
proyecto de ley regirá a partir del día 1º de
enero de 2010 y gravará las actividades de
explotación minera que se desarrollaren con
posterioridad a su entrada en vigencia. Sin
embargo se contemplan normas especiales para
empresas actualmente en operación que hayan
suscrito un contrato de inversión extranjera
con  el  Estado  de  Chile,  en  virtud  de  lo
dispuesto  en  el  DL.  Nº  600,  vigente  a  la
fecha de publicación del presente proyecto,
podrán  optar  por  modificar  el  contrato
suscrito con el Estado de Chile.
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4. Ley Reservada del Cobre

El  proyecto  propone  una  autorización
para  integrar  a  ingresos  generales  de  la
Nación, la cantidad de U$300.000.000 el año
2010, e idéntica cifra el año 2011, lo que
corresponde a un porcentaje del total de los
recursos provenientes de las ventas de cobre
que  de  acuerdo  a  la  ley  N°  13.196  deben
destinarse  a  la  compra  y  mantenimiento  del
material bélico de nuestras Fuerzas Armadas.
Asimismo, como complemento a los mencionados
recursos, se contempla destinar una cantidad
similar  a  la  reconstrucción  de  la
infraestructura  de  las  propias  Fuerzas
Armadas  que  haya  resultado  dañada  por  el
terremoto  y  maremoto  del  pasado  27  de
febrero.

Las  referidas  autorizaciones  se
fundamentan en que la compra y mantenimiento
necesario del material bélico de las Fuerzas
Armadas, si bien es una prioridad del Estado
de Chile  y es  esencial a  éste, debe  estar
armonizada  con  las  demás  necesidades  que
afectan tanto a las propias Fuerzas Armadas
como a  la Nación,  sobre todo  cuando se  ve
afectada  por  situaciones  extraordinarias,
como  lo  fue  el  terremoto  tantas  veces
mencionado.

Entendida  la  vinculación  con  las
necesidades extraordinarias de financiamiento
derivadas  del  terremoto,  es  que  se  hace
expresa mención a que  tales recursos estarán
destinados a la construcción, reconstrucción,
reposición,  remodelación,  restauración  y
rehabilitación  de  la  infraestructura,
instalaciones, obras y equipamiento que hayan
sido dañados a consecuencia del terremoto y
maremoto del 27 de febrero del año 2010. 

5. Rebaja  de  la  tasa  del  Impuesto  de
Timbres y Estampillas

La  ley  N°  20.326,  que  estableció
incentivos tributarios transitorios, concedió
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un bono extraordinario para las familias de
menores ingresos y estableció otras medidas
de apoyo a la inversión y al empleo, redujo
temporalmente la tasa del impuesto de timbres
y estampillas.

Considerando el efecto positivo que ha
producido  en  la  economía  la  disminución
transitoria de la tasa de este impuesto, que
entre otras cosas ha contribuido a reducir el
costo del crédito y facilita que una familia
de clase media pueda cumplir con el sueño de
la  casa  propia;  o  que  en  el  contexto  del
terremoto una empresa pequeña o mediana pueda
financiar inversiones que le permitan retomar
el ritmo productivo y crear empleo, es que se
propone una reducción permanente de la tasa
de este impuesto a la misma tasa en que se
encuentra  vigente  transitoriamente  desde
comienzos  del  presente  año.  Esto  significa
una  reducción  del  1,2%  que  contempla  la
actual ley, al 0,6% en la tasa del impuesto
de timbres y estampillas.

6. Límites a los Depósitos Convenidos

A través de una modificación al decreto
ley N° 3.500, de 1980, que establece un Nuevo
Sistema  de  Pensiones,  se  propone  el
establecimiento  de  límites  al  beneficio
tributario  asociado  a  los  depósitos
convenidos. En concreto, no se considera como
renta  para  fines  tributarios,  el  monto
destinado a depósitos convenidos hasta por un
monto máximo anual de 900 UF.

7. Modificación del Impuesto al Tabaco

El presente proyecto de ley representa
una gran oportunidad para, además de aumentar
la recaudación fiscal, modernizar el sistema
de  imposición  a  los  cigarrillos,  al  tiempo
que unifica los criterios para la tributación
que afecta a los cigarros puros y a los demás
productos del tabaco.

En lo que respecta a los cigarrillos, se
establece un sistema de imposición mixto, que
contempla  la  aplicación  de  un  impuesto  de
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suma fija, o  ad volumen, en función de la
unidad tributaria mensual, de aproximadamente
$50 pesos por cajetilla de veinte unidades, o
la  suma  menor  que  proporcionalmente
corresponda,  tratándose  de  envoltorios  más
pequeños, más un impuesto proporcional o  ad
valorem  de  tasa  62,3%,  aplicado  sobre  el
precio  de  venta  al  consumidor,  incluido
impuestos, de una cajetilla de cigarrillos.

Adicionalmente,  se  mantiene  el  sistema
de  tributación  ad  valorem tanto  para  los
cigarros puros como para el tabaco elaborado
en cualquiera de las formas descritas en la
ley, pero se aumentan las tasas de impuestos
a 65,2%.

Finalmente, se aprovecha esta instancia
para  efectuar  ciertas  correcciones  y
actualizaciones  al decreto  ley  N°  828,  de
1974.  En  este  contexto,  se  elimina  la
referencia  a  la  moneda  “escudo”  de  los
artículos 3° y 5°, al tiempo que se deroga el
artículo 7° de la ley N° 18.134, de 1982, que
establece una sobretasa adicional de 10% a la
venta de  cigarrillos y  productos de  tabaco
elaborado,  por  considerarse  ésta  una
referencia cruzada confusa y poco práctica en
orden  a  determinar  la  tasa  final  del
impuesto.

8. Sobretasa al Impuesto Territorial

Se  propone  un  aumento  transitorio  del
impuesto territorial por los años calendarios
2011  y  2012  a  aquellos  inmuebles  con  un
avalúo  fiscal  superior  a $96.000.000,  es
decir un 5% de los inmuebles con mayor avalúo
fiscal  o  el  1,5%  del  total  de  los  bienes
raíces, mediante la aplicación de una sobre
tasa  a  beneficio  fiscal  de  0,275%.  Se
excluyen  de  esta  sobretasa  las  personas  en
edad de pensionarse y que cumplan además con
otros requisitos.

9. Modificaciones al DFL. Nº 2

La  Ley  sobre  Plan  Habitacional  de
Viviendas  Económicas,  conocida  popularmente
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como “DFL 2”, data del año 1959 y fue dictada
en el contexto del plan habitacional que tuvo
sus  inicios  en  el  gobierno  del  Presidente
Jorge Alessandri Rodríguez, y cuyo espíritu y
origen  fue  dar  solución  al  gran  déficit
habitacional de dicha época.

Este instrumento ha demostrado ser una
importante  herramienta  para  el  desarrollo
habitacional de nuestro país, pues permitió
promover la construcción masiva de viviendas,
mediante  la  aplicación  de  diversas
franquicias tributarias.

Los principales beneficios asociados al
DFL.  Nº  2,  se  refieren  a  que  los  bienes
raíces acogidos a éste, están exentos del 50%
de las contribuciones por ciertos períodos de
tiempo.  Además,  las  rentas  que  producen
dichas viviendas están exentas del impuesto a
la  renta,  y  se  contemplan  además  otras
exenciones relativas al impuesto de timbres y
estampillas,  impuestos  a  las  herencias  y
donaciones.

Transcurridos  más  50  años  desde  la
entrada  en  vigencia  de  esta  norma,  el
espíritu original del Plan Habitacional se ha
visto superado por el uso que en la práctica
se le ha venido dando al DFL 2, razón que
justifica  la  necesidad  de  efectuar  algunas
modificaciones que reorienten los beneficios
tributarios asociados a esta norma.

Con  ese  objetivo,  se  proponen  algunas
modificaciones,  que  en  lo  esencial,
restringen a un máximo de dos las propiedades
que un mismo propietario puede acoger a los
beneficios del DFL 2; excluyen a las personas
jurídicas  de  los  beneficios  de  la  norma;
derogan  algunos  artículos  que  no  tienen
aplicación  y  establecen  un  régimen
transitorio a fin de no afectar los derechos
adquiridos bajo la vigencia de la ley que se
modifica.
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10. Facultades del SII

Finalmente, mediante una modificación a
la  Ley  Orgánica  del  Servicio  de  Impuestos
Internos,  se  le  entregan  al  Subdirector  de
Fiscalización  y  al  Director  de  Grandes
Contribuyentes facultades equivalentes a las
que tienen los Directores Regionales.

En  consecuencia,  tengo  el  honor  de
someter a vuestra consideración, el siguiente

P R O Y E C T O  D E  L E Y :

“Artículo 1°.- Auméntese transitoriamente la tasa establecida
en  el  artículo  20  de  la  Ley  sobre  Impuesto  a  la  Renta,
contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974, de
la siguiente manera:

a) A 20% (veinte por ciento), para las rentas
que se perciban o devenguen durante el año calendario 2011.

b) A  18,5%  (dieciocho  coma  cinco  por  ciento)
para las rentas que se perciban o devenguen durante el año
calendario 2012.

Toda referencia que en la Ley sobre Impuesto a
la Renta o en cualquier otra norma legal, se haga al Impuesto
de  Primera  Categoría,  se  entenderá  efectuada  tomando  en
consideración la tasa incrementada transitoriamente, de acuerdo
a lo expresado en el inciso precedente.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la
Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del
decreto ley N° 824, de 1974:

1) Incorpórese, a continuación del artículo 14
ter, el siguiente artículo 14 quáter:
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“Artículo  14  quáter.-  Los  contribuyentes
obligados  a  declarar  su  renta  efectiva  según  contabilidad
completa por rentas del artículo 20 de esta ley,  que cumplan
los  siguientes  requisitos,  estarán  exentos  del  Impuesto  de
Primera Categoría en conformidad al número 7° del artículo 40: 

a) Que sus ingresos totales del giro no superen,
en  cada  año  calendario,  el  equivalente  a  28.000  unidades
tributarias mensuales.

Para calcular estos montos, los ingresos de cada
mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el
valor de ésta en el respectivo mes y el contribuyente deberá
sumar a sus ingresos, los obtenidos por sus relacionados en los
términos establecidos por los artículos 20, N° 1, letra b), de
la presente ley; y 100 de la ley N° 18.045, que en el ejercicio
respectivo se encuentren acogidos a este artículo;

b) No poseer ni explotar, a cualquier título,
derechos sociales o acciones de sociedades, ni formar parte de
contratos de asociación o cuentas en participación, y

c)  Que  en  todo  momento  su  capital  propio  no
supere el equivalente a 3.000 unidades tributarias mensuales;

Los contribuyentes acogidos a este artículo que
dejen de cumplir con alguno de los requisitos a que se refiere
el inciso primero, circunstancia que deberá ser comunicada al
Servicio de Impuestos Internos durante el mes de enero del año
calendario siguiente, no podrán aplicar la exención establecida
en el número 7° del artículo 40, a partir del año calendario en
que dejen de cumplir tales requisitos. En tal caso, no se podrá
volver a gozar de esta exención sino a partir del tercer año
calendario siguiente.

2) Agréguese, en el artículo 40, a continuación
del numeral 6°, el siguiente numeral 7°, nuevo:

“7°.-  Los  contribuyentes  que  cumplan  los
requisitos establecidos en el artículo 14 quáter, por la renta
líquida  imponible,  deducidas  la  cantidades  retiradas,
distribuidas,  remesadas  o  que  deban  considerarse  retiradas
conforme a esta ley, que determinen en conformidad al Título II,
hasta  un  monto  máximo  anual  equivalente  a  1440  unidades
tributarias mensuales.”

3) Sustitúyase  el  artículo  64  bis,  por  el
siguiente:
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“Artículo  64  bis.-  Establécese  un  impuesto
específico  a  la  renta  operacional  de  la  actividad  minera
obtenida por un explotador minero.

Para los efectos de lo dispuesto en el presente
título se entenderá por:

1. Explotador minero, toda persona natural o
jurídica  que  extraiga  sustancias  minerales  de  carácter
concesible y las venda en cualquier estado productivo en que se
encuentren.

2. Producto  minero,  la  sustancia  mineral  de
carácter  concesible  ya  extraída,  haya  o  no  sido  objeto  de
beneficio, en cualquier estado productivo en que se encuentre.

3. Venta, todo acto jurídico celebrado por el
explotador minero que tenga por finalidad o pueda producir el
efecto de transferir la propiedad de un producto minero.

4. Ingresos  operacionales  mineros,  todos  los
ingresos determinados de conformidad a lo establecido en el
artículo  29  de  la  presente  ley,  deducidos  todos  aquellos
ingresos que no provengan directamente de la venta de productos
mineros, con excepción de los conceptos señalados en la letra
e) del número tres del artículo 64 ter.

5. Renta  imponible  operacional  minera,
corresponde a la renta líquida imponible del contribuyente con
los ajustes contemplados en el artículo 64 ter de la presente
ley.

6. Margen  operacional  minero,  el  cociente,
multiplicado  por  cien,  que  resulte  de  dividir  la  renta
imponible  operacional  minera  por  los  ingresos  operacionales
mineros del contribuyente.

El impuesto a que se refiere este artículo se
aplicará a la renta imponible operacional minera del explotador
minero de acuerdo a lo siguiente:

a. Aquellos explotadores mineros cuyas ventas
anuales determinadas de acuerdo a la letra d., sean iguales o
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inferiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de
cobre fino, no estarán afectos al impuesto. 

b. A  aquellos  explotadores  mineros  cuyas
ventas anuales  determinadas de acuerdo a la letra d.,  sean
iguales o inferiores al valor equivalente a 50.000 toneladas
métricas de cobre fino y superiores al valor equivalente a
12.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará una
tasa equivalente al promedio por tonelada de lo que resulte de
aplicar lo siguiente:

 Sobre  la  parte  que  exceda  al  valor
equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino y no
sobrepase el equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre
fino, 0,5%;

 Sobre  la  parte  que  exceda  al  valor
equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino y no
sobrepase el equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre
fino, 1%;

 Sobre  la  parte  que  exceda  al  valor
equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino y no
sobrepase el equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre
fino, 1,5%;

 Sobre  la  parte  que  exceda  al  valor
equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino y no
sobrepase el equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre
fino, 2%;

 Sobre  la  parte  que  exceda  al  valor
equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino y no
sobrepase el equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre
fino, 2,5%;

 Sobre  la  parte  que  exceda  al  valor
equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino y no
sobrepase el equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre
fino, 3%;

 Sobre  la  parte  que  exceda  al  valor
equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 4,5%;

c. A aquellos explotadores mineros cuyas ven-
tas anuales determinadas de acuerdo a la letra d., excedan al
valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino, se
les aplicará la tasa correspondiente al margen operacional mi-
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nero del respectivo ejercicio, de acuerdo a la siguiente tabla:

Si  el  margen  operacional  minero  es  igual  o
inferior a 35, la tasa aplicable ascenderá a un 3,5%;

 Sobre  la  parte  del  margen  operacional
minero que exceda de 35 y no sobrepase el 40 la tasa aplicable
ascenderá a un 6,5%;

 Sobre  la  parte  del  margen  operacional
minero que exceda de 40 y no sobrepase de 45 la tasa aplicable
ascenderá a un 9,5%;

 Sobre  la  parte  del  margen  operacional
minero que exceda de 45 y no sobrepase de 50 la tasa aplicable
ascenderá a un 12,0%;

 Sobre  la  parte  del  margen  operacional
minero que exceda de 50 y no sobrepase de 55 la tasa aplicable
ascenderá a un 13,5%;

 Sobre  la  parte  del  margen  operacional
minero que exceda de 55 y no sobrepase de 60 la tasa aplicable
ascenderá a un 15,0%;

 Sobre  la  parte  del  margen  operacional
minero que exceda de 60 y no sobrepase de 65 la tasa aplicable
ascenderá a un 16,5%;

 Sobre  la  parte  del  margen  operacional
minero que exceda de 65 y no sobrepase de 70 la tasa aplicable
ascenderá a un 18,0%;

 Sobre  la  parte  del  margen  operacional
minero que exceda de 70 y no sobrepase de 75 la tasa aplicable
ascenderá a un 19,5%;

 Si el margen operacional minero excede de
75 la tasa aplicable será de 9,0%;

d. Para los efectos de determinar el régimen
tributario a aplicar, se deberá considerar el valor total de
venta  de  productos  mineros  del  conjunto  de  personas
relacionadas  con  el  explotador  minero,  que  puedan  ser
considerados explotadores mineros de acuerdo al numeral 1., del
inciso  segundo  del  presente  artículo  y  que  realicen  dichas
ventas.
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Se entenderá por personas relacionadas aquéllas
a que se refiere el numeral 2°, del artículo 34 de esta ley.

El valor de una tonelada métrica de cobre fino
se determinará de acuerdo al valor promedio del precio contado
que el cobre Grado A, haya presentado durante el ejercicio
respectivo en la Bolsa de Metales de Londres, el cual será
publicado,  en  moneda  nacional,  por  la  Comisión  Chilena  del
Cobre dentro de los primeros 30 días de cada año.”.

7. Agréguese,  a  continuación  del  artículo  64
bis, el siguiente artículo 64 ter, nuevo:

“Artículo  64  Ter.-  De  la  renta  imponible
operacional minera.

Se  entenderá  por  renta  imponible  operacional
minera, para los efectos de este artículo, la que resulte de
efectuar los siguientes ajustes a la renta líquida imponible
determinada en los artículos 29 a 33 de la presente ley:

1.  Deducir  todos  aquellos  ingresos  que  no
provengan directamente de la venta de productos mineros;

2. Agregar los gastos y costos necesarios para
producir los ingresos a que se refiere el número 1) precedente.
Deberán, asimismo, agregarse los gastos de imputación común del
explotador minero que no sean asignables exclusivamente a un
determinado  tipo  de  ingresos,  en  la  misma  proporción  que
representen los ingresos a que se refiere el numeral precedente
respecto  del  total  de  los  ingresos  brutos  del  explotador
minero;

3. Agregar, en caso que se hayan deducido, las
siguientes partidas contenidas en el artículo 31 de la presente
ley:

a. Los intereses referidos en el número 1° de
dicho artículo;

b. Las pérdidas de ejercicios anteriores a que
hace referencia el número 3° del referido artículo;

c. El cargo por depreciación acelerada;

d. La diferencia, de existir, que se produzca
entre  la  deducción  de  gastos  de  organización  y  puesta  en
marcha,  a  que  se  refiere  el  número  9°  del  artículo  31,
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amortizados en un plazo inferior a seis años y la proporción
que hubiese correspondido deducir por la amortización de dichos
gastos  en  partes  iguales,  en  el  plazo  de  seis  años.  La
diferencia que resulte de aplicar lo dispuesto en esta letra,
se amortizará en el tiempo que reste para completar, en cada
caso, los seis ejercicios, y

e. La contraprestación que se pague en virtud de
un contrato de avío, compraventa de minerales, arrendamiento o
usufructo de una pertenencia minera, o cualquier otro que tenga
su origen en la entrega de la explotación de un yacimiento
minero a un tercero. También deberá agregarse aquella parte del
precio de la compraventa de una pertenencia minera que haya
sido pactado como un porcentaje de las ventas de productos
mineros o de las utilidades del comprador.

4. Deducir la cuota anual de depreciación por
los  bienes  físicos  del  activo  inmovilizado  que  hubiere
correspondido  de  no  aplicarse  el  régimen  de  depreciación
acelerada.

5.  En  conformidad  a  lo  establecido  en  los
artículos 64 del Código Tributario y 38 de la presente ley, en
caso  de  existir  ventas  de  productos  mineros  del  explotador
minero  a  personas  relacionadas  residentes  o  domiciliadas  en
Chile, para los efectos de determinar el régimen tributario, la
tasa, exención y la base del impuesto a que se refiere este
artículo, el Servicio de Impuestos Internos, en uso de sus
facultades,  podrá  impugnar  los  precios  utilizados  en  dichas
ventas. En este caso, el Servicio de Impuestos Internos deberá
fundamentar su decisión considerando los precios de referencia
de  productos  mineros  que  determine  la  Comisión  Chilena  del
Cobre de acuerdo a sus facultades legales.

6. Sustitúyase la letra i) del artículo 84 por
el siguiente” i) Los contribuyentes acogidos a los artículos 14
ter y 14 quáter de ésta ley, efectuarán un pago provisional con
la  tasa  de  0,25%  sobre  los  ingresos  mensuales  de  su
actividad.”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al N°
1° del artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974, que
contiene el Estatuto de la Inversión Extranjera:

1. En el inciso primero, sustitúyese la frase
“trata el artículo 64 bis” por “tratan los artículos 64 bis y
64 ter”.

23



2. En el inciso segundo, sustitúyese la frase
“el artículo 64 bis” por “los artículos 64 bis y 64 ter”.

Artículo 4°.- De los recursos señalados en el artículo 1º de la
ley  Nº  13.196,  Reservada  del  Cobre,  autorícese  integrar  a
ingresos generales de la Nación, partida presupuestaria 50 del
Tesoro Público, trescientos millones de dólares de los Estados
Unidos de América (U$300.000.000), el año 2010, y trescientos
millones  de  dólares  de  los  Estados  Unidos  de  América
(U$300.000.000),  el  año  2011.  Los  recursos  obtenidos  en
conformidad a esta autorización serán destinados a financiar la
construcción,  reconstrucción,  reposición,  remodelación,
restauración  o  rehabilitación  de  infraestructura,
instalaciones, obras y equipamiento ubicados en las comunas,
provincias o regiones afectadas por el terremoto y maremoto del
27 de febrero de 2010.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el
decreto  ley  Nº  3.475,  de  1980,  que  contiene  la  Ley  sobre
Impuesto de Timbres y Estampillas:

a. Sustitúyanse,  en  el  inciso  primero  del
numeral 3), de su artículo 1°, los guarismos “0,1” y “1,2”, por
“0,05” y “0,6”, respectivamente; y en el inciso segundo del
mismo numeral, el guarismo “0,5” por “0,25”.

b. Sustitúyase, en inciso primero del numeral
2),  de  su  artículo  2°,  el  guarismo  “0,5”  por  el  guarismo
“0,25”; en el inciso segundo, el guarismo “0,1” por “0,05”, y
en el inciso tercero, el guarismo “1,2” por “0,6”.

c. Sustitúyanse,  en  el  inciso  segundo  del
artículo 3°, los guarismos “0,1” y “1,2”, por “0,05” y “0,6”,
respectivamente.

Artículo 6°.- Introdúcense en el artículo 20° del decreto ley
N° 3.500, de 1980, Nuevo Sistema de Pensiones, las siguientes
modificaciones:

1)  Sustitúyese  en  la  penúltima  oración  del
inciso tercero, la coma (,) que se encuentra entre las palabras
“legal” y “no”, por la conjunción copulativa “y”. A su vez,
sustitúyese la frase que se encuentra al final de la oración “y
les será aplicable el artículo 19”, por las siguientes: “por la
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parte que no exceda de un monto máximo anual de 900 unidades de
fomento,  por  cada  trabajador.  Los  excesos  sobre  los  montos
señalados  se  gravarán  con  el  impuesto  único  de  segunda
categoría  o  con  impuesto  global  complementario,  según
corresponda. La cobranza de estos depósitos se sujetará a lo
dispuesto en el artículo 19. El monto total de los depósitos
realizados por cada trabajador, deberá ser informado anualmente
por las Administradoras o instituciones autorizadas al Servicio
de  Impuestos  Internos,  de  la  forma  que  este  último
establezca.”.

2) Agréguese el siguiente inciso cuarto, nuevo,
pasando los actuales incisos cuarto y quinto, a ser incisos
quinto y sexto, respectivamente:

“Cuando los depósitos a que se refiere el inciso
anterior, no hayan gozado del beneficio tributario que en él se
establece y se destinen a anticipar o mejorar la pensión, para
los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo
43 de la Ley de Impuesto a la Renta, se rebajará el monto que
resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total
del fondo destinado a pensión representen dichos depósitos. El
saldo  de  dichos  depósitos,  será  determinado  por  las
Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones  según  establezca  una
norma de carácter general de la Superintendencia.”.

Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el
decreto  ley  N°  828,  de  1974,  que  establece  normas  para  el
Cultivo, Elaboración, Comercialización e Impuestos que Afectan
al Tabaco: 

1. En el artículo 3°, sustitúyase el guarismo
“51” por el guarismo “65,2”, y reemplácese la palabra “escudo”
por la palabra “peso”.

2. Sustitúyase el artículo 4° por el siguiente:

“Artículo 4°.- Los cigarrillos, según se definen
en el reglamento de esta ley, pagarán un impuesto específico
equivalente a 0,00135 unidades tributarias mensuales por cada
paquete  de  cigarrillos  de  veinte  unidades,  o  la  suma
proporcional que corresponda tratándose de paquetes de menor
cantidad; y, además, un impuesto de 62,3%, que se aplicará
sobre el precio de venta al consumidor, incluido impuestos, por
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cada  paquete,  caja  o  envoltorio,  considerándose  como  entero
toda fracción del impuesto inferior a un peso.

Para  estos  efectos,  el  impuesto  específico
deberá  calcularse  tomando  como  base  la  unidad  tributaria
mensual vigente al momento de la determinación del impuesto.”.

1. En el artículo 5°, sustitúyase el guarismo
“47,9”  por  el  guarismo  “65,2”,  y  reemplácese  la  palabra
“escudo” por la palabra “peso”.

Artículo 8°.- Derógase el artículo 7º de la ley Nº 18.134, de
1982.

Artículo  9°.-  Suspéndase  por  los  años  2011  y  2012,  la
aplicación  del  inciso  final  del  artículo  7°  de  la  ley  N°
17.235, sobre Impuesto Territorial y en su reemplazo aplíquese
por el mismo período, los siguientes incisos:

“Con todo, sobre la tasa o la más alta de las
tasas  así  determinadas,  según  el  caso,  se  aplicará  una
sobretasa, a beneficio fiscal, de 0,275 por ciento, que se
cobrará conjuntamente con las contribuciones de bienes raíces y
no dará derecho a ser rebajada de los impuestos establecidos en
la Ley sobre Impuesto a la Renta. Esta sobretasa se aplicará
sobre los inmuebles cuyo avalúo, al 1° de julio de 2010, sea
igual o superior a $96.000.000, monto que se reajustará de
acuerdo a lo señalado en el artículo 9° de esta ley. Esta
sobretasa se aplicará igualmente respecto de los avalúos que
resulten de las modificaciones efectuadas en conformidad a lo
dispuesto en el párrafo 2°, del Título V, de esta ley.

No  se  aplicará  la  sobretasa  mencionada  en  el
inciso precedente a las personas naturales en edad de recibir
pensiones de vejez de conformidad a lo establecido en el Título
II del decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que cumplan con
las  siguientes  condiciones  copulativas:  (i)  que  sean
propietarios del bien raíz por a lo menos 5 años; (ii) que
hayan obtenido ingresos en el año anterior al de la aplicación
de  la  sobretasa,  que  no  hayan  excedido  de  50  unidades
tributarias anuales; (iii) que no sean propietarios, directa o
indirectamente, de más de un inmueble que califique para la
aplicación de la sobretasa indicada en el inciso anterior, en
cuyo caso la exención se aplicará a la de menor avalúo, y (iv)
que la propiedad en cuestión no tenga un avalúo fiscal superior
a  $192.000.000.  Para  hacer  efectiva  esta  exención,  los
contribuyentes  deberán  demostrar  al  Servicio  de  Impuestos
Internos el cumplimiento de las condiciones señaladas, en la
forma y plazo que éste determine. En caso de no efectuarse
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dicha acreditación, la propiedad será gravada con la sobretasa
contenida en el inciso anterior, sin perjuicio de lo cual el
contribuyente podrá solicitar la devolución de los impuestos
pagados en exceso, de conformidad con las reglas generales,
acreditando las circunstancias antes referidas.”.

Artículo 10°.- Introdúcense, en el decreto con fuerza de ley N°
2,  del  año  1959,  sobre  Plan  Habitacional,  las  siguientes
modificaciones:

1. Agréguense, en el artículo 1°, los siguientes
incisos segundo, tercero y cuarto nuevos, pasando los actuales
incisos  segundo,  tercero  y  cuarto  a  ser  quinto,  sexto  y
séptimo, respectivamente:

“A  los  beneficios  para  las  “viviendas
económicas” que contempla el presente decreto con fuerza de
ley, solamente podrán acogerse las personas naturales, respecto
de un máximo de dos viviendas que adquieran, nuevas o usadas.
En  caso  que  posean  más  de  dos  “viviendas  económicas”,  los
beneficios solamente procederán respecto de las dos de dichas
viviendas que tengan una data de adquisición anterior. Esta
limitante se aplicará para las personas naturales que adquieran
la totalidad del derecho real de dominio sobre el inmueble o
una cuota del dominio en conjunto con otros comuneros.

Los  beneficios  establecidos  en  el  presente
decreto con fuerza de ley no podrán ser utilizados por las
personas  jurídicas,  cualquiera  fuere  su  naturaleza.  No
obstante, las corporaciones y fundaciones de carácter benéfico
gozarán de la exención establecida en el artículo 16.

Para hacer uso de los beneficios, franquicias y
exenciones que contempla el presente decreto con fuerza de ley,
los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces deberán remitir
al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste
determine,  la  información  de  todos  los  actos  y  contratos
otorgados  ante  ellos  o  que  les  sean  presentados  para  su
inscripción,  referidos  a  transferencias  y  transmisiones  de
dominio de "viviendas económicas". Igual obligación tendrán los
propietarios de las “viviendas económicas” en defecto de lo
anterior.”.

2. Deróguense los artículos 8°, 9° y 22.
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3. En el artículo 12, eliminase la frase “la
letra g) del artículo 8° y en”.

4. Suprímase, en el inciso primero del artículo
18, la expresión “o jurídica”.

5. Intercalase, también en el inciso primero del
artículo 18, entre la coma (,) que sigue a la palabra “titulo”
y  la  expresión  “gozarán”,  la  frase  “con  las  limitaciones
establecidas en el artículo 1°”, seguida de una coma (,).

6. Agréguese, en el inciso primero del artículo
20, antes de la frase “Los beneficios establecidos”, la frase
“La  posibilidad  de  acogerse  a”,  y  sustitúyase  la  palabra
“regirán” por “regirá”; y 

7. Agréguese,  también  en  el  artículo  20°,  el
siguiente inciso final, nuevo:

“Lo  señalado  en  esta  disposición  es  sin
perjuicio de que, para hacer uso de los beneficios indicados en
el  inciso  primero,  deberá  darse  cumplimiento  al  deber  de
información establecido en el inciso 4° del artículo 1°.”.

Artículo 11°.- Sustitúyase, en el decreto con fuerza de ley N°
7,  de  1980,  que  contiene  la  Ley  Orgánica  del  Servicio  de
Impuestos Internos, el inciso final del artículo 9°, por el
siguiente:

“Con todo, al Subdirector de Fiscalización y al
Director de Grandes Contribuyentes se les entienden conferidas
todas las facultades que esta ley, el Código Tributario y otras
disposiciones legales, otorgan o les confieran en el futuro a
los  Directores  Regionales.  No  obstante,  para  el  caso  del
Subdirector  de  Fiscalización,  se  excluye  la  facultad
establecida en el número 6°, del artículo 6°, letra B), del
Código Tributario. Las facultades de que trata este inciso se
entenderán  conferidas,  al  Subdirector  de  Fiscalización,
respecto  de  todo  el  territorio  del  país;  y  al  Director  de
Grandes Contribuyentes, respecto de aquellos contribuyentes que
de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3° bis de esta ley
queden sometidos a su jurisdicción.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
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Artículo Primero Transitorio.- Para los efectos de lo señalado
en el inciso segundo de la letra a) del artículo 84, de la Ley
sobre  Impuesto  a  la  Renta,  los  contribuyentes  deberán
recalcular el Impuesto de Primera Categoría con la tasa de
impuesto que rija en cada año calendario, para determinar el
porcentaje que deben aplicar a los ingresos brutos por los
meses de abril a diciembre de los años calendarios 2011, 2012 y
2013.

Del  mismo  modo,  para  los
efectos de determinar los pagos provisionales por los ingresos
brutos correspondientes a los meses de enero, febrero y marzo
de  los  años  calendarios  2011,  2012  y  2013,  el  porcentaje
aplicado durante el mes de diciembre inmediatamente anterior,
se ajustará multiplicándolo por los factores 1,176, 0,925 y
0,919, respectivamente.

Artículo Segundo Transitorio.- Las disposiciones establecidas
en los números 3) y 4) del artículo segundo, regirán a contar
del año calendario 2010. En consecuencia, el impuesto a que se
refieren los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto
a  la  Renta  deberán  pagarse  por  la  renta  operacional  del
explotador minero que se determine para dicho año calendario.

Artículo Tercero Transitorio.- Los inversionistas extranjeros y
las empresas receptoras de sus aportes, que con anterioridad a
la  entrada  en  vigencia  de  esta  ley,  mantengan  vigente  un
contrato  de  inversión  extranjera  suscrito  con  el  Estado  de
Chile,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  11  ter  del
decreto ley N° 600, de 1974, podrán optar por la aplicación de
las normas contenidas en los artículos 64 bis y 64 ter de la
Ley sobre Impuesto a la Renta, bajo la modalidad y de acuerdo a
lo indicado en el artículo cuarto transitorio.

Lo  señalado  en  el  inciso
anterior será igualmente aplicable a las empresas que no siendo
receptoras  del  aporte  de  inversionistas  extranjeros,  hayan
suscrito un contrato con el Estado de Chile conviniendo la
invariabilidad tributaria del artículo 5° transitorio de la ley
N° 20.026.

Artículo  Cuarto  Transitorio.- En  caso  que  los  explotadores
mineros señalados en el artículo anterior optaren por acogerse
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a las normas de los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre
Impuesto a la Renta, se sujetarán, para efectos de determinar
el impuesto específico a la actividad minera, a las siguientes
reglas: 

Durante  los  ejercicios
correspondientes  a  los  años  calendarios  2010  y  2011,  el
impuesto  específico  a  la  renta  operacional  de  la  actividad
minera se aplicará en conformidad con las reglas establecidas
en los artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la
Renta.

A  partir  del  año  calendario
2012,  inclusive,  y  hasta  el  término  del  régimen  de
invariabilidad señalado en los respectivos contratos vigentes,
se aplicarán las tasas contempladas en el artículo 64 bis, que
fuera incorporado por el N° 1 del artículo primero de la ley N°
20.026 y en los artículos 3°, 4° y 5° transitorios de la misma
ley,  según  sea  el  caso.  Estas  se  aplicarán  sobre  la  renta
imponible operacional minera determinada en conformidad con los
artículos 64 bis y 64 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta,
según el texto establecido en la presente ley.

El  plazo  de  invariabilidad
pactado en los contratos vigentes se ampliará por ocho años
calendarios contados a continuación de aquél en que venza el
actualmente  en  curso.  Durante  dicho  plazo  se  aplicará  el
régimen tributario contemplado en los artículos 64 bis y 64 ter
de la Ley sobre Impuesto a la Renta, según el texto de dichos
artículos  introducido  por  esta  ley.  Una  vez  vencida  la
prórroga,  los  contribuyentes  quedarán  sometidos  al  régimen
general de tributación entonces vigente.

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,
los contribuyentes a que se refiere la presente disposición,
deberán  cumplir  con  lo  establecido  en  el  artículo  6°
transitorio de la ley N° 20.026. Adicionalmente, mantendrán el
derecho a aplicar lo establecido en el artículo 8° transitorio
de  la  referida  ley,  hasta  el  término  de  la  prórroga  de
invariabilidad señalada en el literal anterior.

La  solicitud  que  tenga  por
objeto  modificar  el  régimen  de  invariabilidad  a  efectos  de
sujetarse al establecido en el artículo anterior, deberá ser
presentada,  conjuntamente,  por  la  totalidad  de  los
inversionistas extranjeros y por la empresa receptora de su
aporte ante el Comité de Inversiones Extranjeras. Las empresas
que  no  sean  receptoras  del  aporte  de  inversionistas
extranjeros, y que hayan suscrito un contrato con el Estado de
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Chile  ante  el  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y  Turismo,
deberán presentar la solicitud ante este mismo organismo. Luego
de ello, y previa resolución de la Vicepresidencia Ejecutiva
del  Comité  de  Inversiones  Extranjeras,  o  del  referido
Ministerio, según sea el caso, se procederá a suscribir la
modificación al contrato de inversión correspondiente, la cual
se entenderá que producirá sus efectos desde la fecha de la
solicitud respectiva. En la resolución y en la modificación al
contrato  de  inversión  extranjera  respectivo  se  dejará
constancia de los derechos y obligaciones referidos en este
artículo.

La  solicitud  referida  en  el
inciso anterior deberá presentarse, a más tardar, dentro del
plazo de ciento ochenta días corridos a contar de la fecha de
entrada en vigencia de la presente ley. 

Artículo Quinto Transitorio.- Los inversionistas extranjeros y
empresas receptoras que gocen de los derechos de invariabilidad
contemplados en los artículos 7 u 11 bis del decreto ley N° 600
de  1974,  podrán  acogerse  a  lo  dispuesto  en  el  artículo
anterior, con las siguientes modificaciones:

La solicitud respectiva deberá
indicar la voluntad de sustituir el régimen de invariabilidad
de que gozan, por el del artículo 11 ter del decreto ley N°
600,  de  1974,  sujeta  a  la  condición  de  celebrarse  la
modificación del contrato correspondiente.

El  plazo  de  los  derechos  de
invariabilidad será el que resulte de considerar el remanente
del plazo del contrato que se modifica, sin perjuicio de la
prórroga aplicable que se regirá de acuerdo a lo dispuesto en
el literal iii) del artículo anterior.

Durante  los  años  calendarios
2012  y  siguientes  hasta  el  que  corresponda  al  vencimiento
inicial del contrato que se modifica, la empresa respectiva
estará afecta al impuesto específico a la renta operacional de
la actividad minera, con una tasa de 5%.

Artículo  Sexto  Transitorio.- Las  empresas  que  no  siendo
receptoras del aporte de inversionistas extranjeros, hubieren
adquirido la propiedad de un proyecto minero e iniciado su
explotación con posterioridad al 1° de diciembre de 2004 y con
anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, y que se
encuentren afectas al impuesto específico a la actividad minera
del  artículo  64  bis,  señalado  en  la  ley  N°  20.026,  podrán
solicitar  se  les  concedan  los  derechos  contenidos  en  el
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artículo  11  ter  del  decreto  ley  N°  600,  de  1974,  en  las
condiciones establecidas en dicho artículo, sujeto además a los
siguientes requisitos y con los derechos adicionales que se
indican:

La  solicitud  respectiva
formulada  en  los  mismos  términos  y  dentro  del  plazo
establecidos en los literales v. y vi. del artículo cuarto
transitorio.

El  plazo  de  los  derechos  de
invariabilidad será el establecido en el artículo 11 ter del
decreto  ley  N°  600,  de  1974,  siendo  aplicable  las  reglas
generales establecidas en los artículos 64 bis y 64 ter de la
Ley sobre Impuesto a la Renta.

Artículo  Séptimo  Transitorio.- Prorrógase,  hasta  el  31  de
diciembre del año 2012, con sujeción a las normas de la ley N°
17.235, sobre Impuesto Territorial, la vigencia de los avalúos
de los bienes raíces no agrícolas que rijan al 31 de diciembre
del año 2010; y fíjase, a contar del 1° de enero del año 2013,
la vigencia de los nuevos avalúos que se determinen, fecha
desde la cual se contará el plazo de 5 años que establece el
inciso primero del artículo 3° de la mencionada ley, del mismo
modo como se reiniciarán los reavalúos anuales establecidos en
el inciso séptimo de dicho artículo.

Artículo Octavo Transitorio.- Tratándose de bienes raíces no
agrícolas  que  por  aplicación  de  lo  dispuesto  en  el  inciso
cuarto del artículo 3°, de la ley N° 17.235, al primer semestre
del año 2010 no hayan alcanzado la cuota del monto del impuesto
territorial que según su avalúo les corresponde, la aplicación
del  procedimiento  de  incremento  gradual  del  impuesto
establecido en dicho artículo, se prorrogará en hasta un 10%
semestral, por un máximo de 4 semestres, de forma tal que al
segundo semestre del año 2012, a más tardar, las propiedades
afectadas con este procedimiento de incremento gradual deberán
haber alcanzado el monto total del impuesto territorial que
según su avalúo les corresponde.

Artículo Noveno Transitorio.- En el caso de los bienes raíces
no agrícolas señalados en el inciso séptimo del artículo 3°, de
la ley N° 17.235, que al primer semestre del año 2010, como
resultado del reavalúo que rige a partir del 1° de enero de ese
año, hayan experimentado un incremento del impuesto territorial
superior a un 25% respecto del semestre anterior, se regirán
por el procedimiento de incremento gradual establecido en el

32



inciso  cuarto  del  artículo  3°,  de  la  ley  N°  17.235.  Este
procedimiento  se  aplicará  hasta  el  primer  semestre  del  año
2012, con un incremento en la contribución de hasta un 10%
semestral, de forma tal que al segundo semestre del año 2012,
se les girará el monto del impuesto que les corresponda según
su avalúo. A contar del 1° de enero del año 2013, para los
bienes raíces referidos en este artículo, volverá a aplicarse
el mecanismo de determinación del impuesto a que se refiere el
inciso final del artículo 3° la ley N° 17.235, ya referido.

Artículo Décimo Transitorio.- Las disposiciones de la presente
ley que modifican el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959,
comenzarán  a  regir  luego  de  tres  meses  contados  desde  su
publicación.

Artículo Décimo Primero Transitorio.- Los contribuyentes que a
la  fecha  de  vigencia  establecida  en  el  artículo  Décimo
Transitorio  de  esta  ley,  sean  propietarios  de  “viviendas
económicas” acogidas a los beneficios y derechos que el decreto
con fuerza de ley N° 2, de 1959, establece, podrán continuar
gozando de los mismos respecto de dichos inmuebles. Pero las
adquisiciones  de  “viviendas  económicas”  que  se  efectúen  con
posterioridad a esa fecha, se sujetarán a las limitaciones y
condiciones del referido decreto con fuerza de ley, según se
modifica por la presente ley.

No obstante lo anterior, no se
considerarán para el límite máximo establecido en el artículo
primero  del  decreto  con  fuerza  de  ley  N°  2,  de  1959,  las
“viviendas económicas” o las cuotas de dominio sobre ellas que,
con posterioridad a la fecha señalada en el artículo Décimo
Transitorio  de  la  presente  ley,  se  adquieran  por  personas
naturales por sucesión por causa de muerte, siempre que los
inmuebles del causante hayan sido adquiridos por éste bajo el
imperio del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, vigente
con anterioridad a esa época.

Artículo  Décimo  Segundo  Transitorio.- Sin  perjuicio  de  lo
establecido en el artículo Décimo Primero Transitorio de esta
ley, las modificaciones al artículo 18 del decreto con fuerza
de ley N° 2, de 1959, se aplicarán, respecto de los beneficios
de que pueden gozar los adquirentes de “viviendas económicas”,
por  las  viviendas  que  adquieran  a  contar  de  la  fecha
establecida en el artículo Décimo Transitorio de la presente
ley.
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Artículo Décimo Tercero Transitorio.- Para los efectos de lo
dispuesto en el número 6°, de la letra B, del artículo 6° del
Código Tributario, que introdujo el artículo segundo, número
1), letra b), de la ley N° 20.322, el Director de Grandes
Contribuyentes podrá disponer el cumplimiento administrativo de
las  sentencias  dictadas  por  los  Tribunales  Tributarios  y
Aduaneros, en materias de su competencia, a medida que estos
Tribunales entren en funciones, conforme a las disposiciones
transitorias establecidas en la misma ley. En aquellas regiones
donde los Tribunales Tributarios y Aduaneros aún no entren en
funciones, el Director de Grandes Contribuyentes no tendrá la
facultad de resolver administrativamente las reclamaciones que
presenten  los  contribuyentes,  de  conformidad  con  el  Libro
Tercero del Código Tributario.

Artículo  Décimo  Cuarto  Transitorio.- Las  modificaciones
señaladas en el artículo 5° de esta ley, regirán a partir del
término de la vigencia indicada en la letra b) del artículo 3°
de la ley N° 20.326.

Artículo Décimo Quinto Transitorio.- Los contribuyentes podrán
acogerse al nuevo régimen establecido en el artículo 14 quáter
de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por las rentas que se
perciban o devenguen a partir del primero de enero de 2011.”.

Dios guarde a V.E.,

SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE
Presidente de la República
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FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN
Ministro de Hacienda

JAIME RAVINET DE LA FUENTE
Ministro de Defensa Nacional

CAMILA MERINO CATALÁN
Ministra del Trabajo
y Previsión Social

LAURENCE GOLBORNE RIVEROS
Ministro de Minería

JUAN ANDRÉS FONTAINE TALAVERA
Ministro de Economía,

Fomento y Turismo
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